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Las garantías procesales a que tienen derecho los adolescentes infractores en
Colombia tienen su esencia Constitucional definida dentro del Estado social de
Derecho que invoca el respeto de la dignidad humana, el cumplimiento y
efectividad de los principios, derechos, deberes y garantías de los ciudadanos, por
lo que se otorga un grado de protección especial a los adolescentes, esto en
concordancia con el artículo 45 que nos referencia, en donde el adolescente tiene
derecho a la protección y a la formación integral, de la cual deber ser responsable
el Estado, la sociedad y la familia ..
"
En tal sentido, se debe apelar a aquella concurrencia de actores y acciones
conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y
adolescentes. La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su
atención, cuidado y protección. La corresponsabilidad y concurrencia aplican en la
relación que se establece entre todos los sectores e instituciones del Estado. "No
obstante lo anterior, instituciones públicas y privadas obligadas a la prestación de
servicios sociales no podrán invocar el principio de corresponsabilidad para negar
la atención que demande la satisfacción de los derechos fundamentales de los
niños, las niñas y los adolescentes". (Ley 1098, 2006, art 10).
El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, representa un cambio
de paradigma o concepción de lo que significa la delincuencia juvenil para la
familia, la sociedad y el Estado, y por tanto, una nueva visión y consideración del
tratamiento que deben recibir los adolescentes que cometen delitos. Pese a que
v
en Colombia existieron normativas que se ocuparon del tratamiento dado a los
adolescentes antes de la aparición de la ley de infancia y la adolescencia, las
características y principios que rigen el SRPA son considerablemente diferentes a
las que existieron en normativas anteriores.
El Documento intenta demostrar cómo el Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes en Colombia brinda una efectiva protección a los Derechos
humanos y las garantías procesales de esta población. Nos ubicamos
puntualmente en lo que respecta al tratamiento de adolescentes en conflicto con la
ley penal, pues sólo en la medida en que se entienda cuáles son los adolescentes
que deben hacer parte de un sistema de responsabilidad penal es que las
iniciativas cobran sentido y valor.
Surge como necesidad, adelantar el estudio sobre los alcances de principios
universales como el interés superior del niño y la prevalencia de sus derechos, el
tratamiento diferenciado y la manera como estos se relacionan con los delitos
J
cometidos por adolescentes. La aplicación de principios básicos como la
protección integral, la restauración y la prevención, constituyen la base y el factor
determinador para el Éxito del Sistema en Colombia.
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The procedural guarantees that adolescent offenders are entitled to in Colombia
have their Constitutional essence defined within the social State of Law that
invokes respect for human dignity, compliance and effectiveness of the principies,
rights, duties and guarantees of citizens, so that a special degree of protection is
granted to adolescents, this in accordance with the article 45 that we refer, where
the adolescent has the right to protection and integral education, for which the
State, society and society must be responsible family .
••In this sense, we must appeal to the concurrence of actors and actions conducive
to guaranteeing the exercise of the rights of children and adolescents. The family,
society and the State are jointly responsible for their care, protection and careo Co-
responsibility and concurrence apply in the relationship that is established between
all sectors and institutions of the State. "Notwithstanding the foregoing, public and
private institutions obliged to provide social services may not invoke the principie of
co-responsibility to deny care that demands the satisfaction of the fundamental
rights of children and adolescents." (Law 1098, 2006, art 10).
The system of criminal responsibility for adolescents, represents a shift of,
paradigm or conception of what juvenile delinquency for the family, society and the
State, and therefore, a new vision and consideration of treatment which should
receive the teenagers who commit crimes. Despite the fact that in Colombia there
were regulations that dealt with the treatment given to adolescents before the
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emergence of the law of childhood and adolescence, characteristics and principies
governing the SRPA are considerably different from those that existed in previous
regulations.
The document seeks to demonstrate how the system of criminal responsibility for
adolescents in Colombia provides effective protection to human rights and
procedural safeguards of this population. We are promptly located with respect to
the treatment of adolescents in conflict with criminal law, only to the extent that
understand what are teens that need to be part of a system of criminal liability it is
the initiatives make sense and value.
As need arises, advance study on the scope of universal principies such as the
best interests of the child and the prevalence of their rights, differential treatment
and the way as these relate to offences committed by adolescents. The application
of basic principies such as the integral protection, restoration and prevention,
constitute the basis and the determinative factor for the success of the system in
Colombia.
KEYWORDS
Criminal liability, procedural safeguards, principies, sanctions, adolescent offender,
comprehensive protection, research and trial, restoration, prevention.
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Colombia es un Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad
humana, el cumplimiento y efectividad de los principios, derechos, deberes y
garantías de los ciudadanos consagrados en la carta política de 1991; siendo así,
es importante denotar que en la norma superior colombiana se le otorga un grado
de protección especial a los adolescentes, esto en concordancia con el artículo
45, en donde el adolescente tiene derecho a la protección y a la formación
integral, de la cual deber ser responsable el Estado, la sociedad y la familia .
..
Soportado en el mandato constitucional, surge el Sistema de Responsabilidad
Penal para Adolescentes, el cual se presenta como una interesante transición
normativa producto del estudio de la delincuencia juvenil como fenómeno social. A
partir de entonces, se incorpora a nuestro ordenamiento .. la Visión de la
Convención Internacional de los Derechos de los niños de 1989, ratificada por
Colombia y con ello los adolescentes pasan de ser considerados como menores, a
sujetos de derechos, aun cuando estos hayan infringido la ley. El Sistema tiene
como características esenciales su carácter pedagógico, específico, especializado
y diferenciado.
Como se tratará en el presente trabajo, el Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes corresponde a ese conjunto de principios, normas, procedimientos,
autoridades judiciales especializadas y entes administrativos que rigen o
intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas
, • ....f
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que tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el
hecho punible; siempre propendiendo por la protección de los derechos humanos
y las garantías procesales del adolescente. .
1
El tratamiento de los adolescentes infractores de la ley penal en Colombia,
demanda la observancia sobre la aplicación y el alcance de principios universales
como el interés superior del niño y la prevalencia de sus derechos, y la manera
como estos se relacionan con [os delitos cometidos. Sumado a esto y dando una
verdadera condición de procedimiento diferenciado, El Sistema se complementa
con principios como el tratamiento diferenciado, la especialidad, la subsidlaridad
de la justicia restaurativa, participación activa tanto del adolescente infractor como
de la víctima, flexibilidad, reintegración social y pedagógica y la no regresividad.
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Objetivo General
El objetivo general está orientado a determinar cómo el Sistema de
Responsabilidad Penal de Adolescentes en Colombia brinda protección a los
derechos humanos y garantías procesales.
Objetivos Específicos
..
Siguiendo orden, abordamos el desarrollo de los tres objetivos específicos, tal y
como se describen a continuación:
1. Analizar la evolución Constitucional y aplicación del bloque de
constitucionalidad respecto a las garantías procesales de los adolescentes
infractores en Colombia.
11. Identificar los elementos jurídicos de protección de los derechos procesales
de los adolescentes en Colombia.
111. Determinar el alcance de los mecanismos como la restauración y la
prevención en la realización de conductas punitivas por parte de los
adolescentes en Colombia.
IV. Metodología
En cuanto a la metodología, corresponde al trabajo realizado dentro de una
investigación cualitativa, p"órque se centra en la verificación del cumplimiento de
unas normas y en la percepción de los actores que forman parte de ese proceso
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en relación con las condiciones de efectividad de las garantías procesales
establecidas dentro de la misma.
Tipo de proceso
El tipo de proceso y su enfoque es hermenéutico, porque se desarrolla un análisis
sobre un espacio de intertextualidad, es decir, las interpretaciones sobre la norma
y su eficacia. Así mismo, podemos decir que es de tipo socio jurídico, porque..
estudia las condiciones de aplicación de la norma al interior del contexto social.
Técnicas
Las técnicas primarias utilizadas corresponden al análisis de contenido de textos
de doctrina, normatividad Constitucional y legal, labores de observación. Como
técnicas secundarias, ras referidas al uso de información proveniente de
interpretaciones ya elaboradas por teóricos o las normas mismas: tesis,
monografías que de una u otra manera han presentado distintos análisis, estudios
y conceptualizaciones en lo atinente a los derechos de los adolescentes
infractores de la ley penal en Colombia.
El trabajo se orienta en el desarrollo de tres objetivos específicos en torno los
principios esenciales del S.R.P.A. como son la protección integral, la justicia
restaurativa y la prevención; elaborando tres capítulos que se describen de la
siguiente manera:
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El primer capítulo trata la Evolución Constitucional y aplicación del bloque de
constitucionalidad respecto a las garantías procesales de los adolescentes
infracto res en Colombia, lo cual nos permitirá conocer los cambios
jurisprudenciales y la prevalencia de las normas internacionales contenidas en
nuestro bloque de constitucionalidad.
En el segundo capítulo hacemos un recuento de los elementos jurídicos de
protección de los derechos fundamentales de los adolescentes en Colombia ...
Corresponde a un recuento de cómo en el ordenamiento jurídico colombiano los
adolescentes han obtenido un tratamiento jurídico - penal de tipo especial. Aquí
destaca que el adolescente que delinque es un sujeto de derechos, pues todo el
Sistema de Responsabilidad Penal de menores, debe ser garante de los derechos
contenidos en la constitución, aun cuando el procedimiento difiera del régimen
aplicable a los adultos:'
Finalmente el capítulo tercero, nos ubica en el estudio de los Mecanismos de
prevención de realización de conductas punitivas por partede los adolescentes en
Colombia. Abordaremos lo concerniente a las políticas públicas en materia de
educación y política criminal en Colombia y una breve reseña sobre las normas
que propenden por la convivencia escolar y la formación para el ejercicio de los
Derechos Humanos y la formación para la no violencia. Así mismo se resumirá lo
relacionado con el establecimiento de la cátedra para la paz en Colombia.
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¿Cómo el Sistema de Responsabilidad Penal de
Adolescentes en Colombia brinda protección a los
derechos humanos y garantías procesales?
En Colombia, el tema de las garantías procesales de los adolescentes infractores
ha sido de gran desarrollo en la ley, en la doctrina, en la jurisprudencia de la Corte
Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia, pero en especial ha tenido gran
relevancia en el Derecho internacional. Nuestro ordenamiento jurídico presenta la
"
ley 1098 de 2006 como el principio fundacional del Sistema de Responsabilidad
Penal para Adolescentes.
En cuanto al Derecho internacional y su relación con el Sistema de
Responsabilidad Penal de Adolescentes en Colombia, éste se encuentra
plasmado en el bloque de Constitucionalidad de acuerdo al artículo 93 superior; la
I
privación de la libertad de los mismos, sus derechos y garantías procesales
aparecen consagrados en dos reglas de la más alta relevancia, como son las
Reglas de Beijing de 1985 o Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la
Administración de Justicia de los menores y la Convención Internacional sobre los
Derechos del niño de 1989.
Nuestra Carta Política de 1991, ratifica la consideración de niños y adolescentes
como sujetos plenos de derechos. Mediante los artículos 44 y 45 se plantean los
derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, estableciendo que
prevalecen sobre los derechos de los demás y que gozan de todos los derechos
7
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consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados
por Colombia.
Es necesario enfatizar que los adolescentes entre catorce (14) Y dieciocho (18)
años que hayan incurrido en una conducta punible son sujetos responsables
penalmente. Pueden ser aprehendidos por orden judicial, en flagrancia o cuando
en su contra se formule denuncia o querella, de oficio o por petición especial. Con
la reforma que introduce la Ley de Seguridad Ciudadana, los jóvenes que
alcancen su mayoría de edad y no hayan cumplido la totalidad del tiempo dictado
por el juez para su sanción, permanecerán en el SRPA. En otros términos, con la
•.
aplicación de la reforma, jóvenes hasta los 25 años de edad pueden estar
vinculados al SRPA.
En observancia del debido proceso, las garantías procesales y en especial
aplicando el principio de legalidad, ningún adolescente podrá ser investigado,
acusado, ni juzgado por acto u omisión al momento de la comisión de un delito
que no esté previamente definido en la ley penal vigente, de manera expresa e
inequívoca. El adolescente declarado responsable por la autoridad judicial de la
comisión de un delito sólo podrá ser sancionado con la imposición de las medidas
definidas en la ley. (Ley 1098, 2006, arto 152).
Ahora bien, una definición de garantías procesales básicas para los adolescentes
que han transgredido la ley penal, corresponde a que les sean protegidos sus
Derechos, tales como la presunción de inocencia, a ser notificado de las
acusaciones, a no responder, al asesoramiento, a la presencia de los padres o
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tutores, a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y el recurso de
apelación ante una autoridad superior.
La oportuna aplicación y respeto por las garantías antes mencionadas, nos
permite hacer alusión a un Modelo de Atención Restaurativo que tiene como
finalidad, la rehabilitación, la reeducación, la prevención y la restauración del,
adolescente infractor, en donde a partir de una estructura pedagógica, teniendo en
cuenta los derechos y deberes ciudadanos, se brinde la posibilidad al adolescente
de generar un cambio en su proyecto de vida y en el cual la participación de la
familia es fundamental. Para garantizar la aplicación de este modelo y los
..
derechos del Adolescente infractor donde los operadores retomarán los preceptos
de formas de intervención en las que se aplique la pedagogía de la presencia
como actores del Sistema.
Atendiendo el mandato constitucional y los postulados de "la ley de infancia y
adolescencia, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) mediante su
resolución 1301 de 2010, aprueba el Lineamiento Técnico Administrativo para la
atención de los adolescentes en el Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes SRPA estable lo siguiente:
"El marco conceptual para la atención de los adolescentes involucrados en el
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes es el Modelo de Atención
Restaurativo, que tiene en cuenta: (1)Los factores individuales del adolescente, (11)
Motivos y móviles de la conducta punible, (11I)Capacidad de reparación del daño
causado, (IV) Competencias ciudadanas basadas en el reconocimiento y respeto
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del "otro" y (V) La restauración de los vínculos sociales" (ICBF, Resolución 1301
de 2010)
Para avanzar en el estudio sobre el tratamiento de los adolescentes infractores,
sus Derechos y garantías procesales, necesariamente debemos remitirnos a los
antecedentes sobre la evolución normativa y jurisprudencial y doctrinal, pero en,•
especial a la incidencia del Derecho Internacional sobre nuestro ordenamiento en
el denominado bloque de Constitucionalidad a partir del año 1991.
En el caso de Colombia, encontramos un verdadero recuento histórico del
tratamiento jurídico que se le otorgaba al adolescente que infringía la ley penal,..
desde el siglo XIX hasta la actualidad, el procedimiento y las medidas de
corrección que se les aplicaban, así como el surgimiento de los primeros
establecimientos de corrección para su tratamiento; como lo describe la Doctora
Giselle Holguín Galvis en su obra "Construcción histórica del tratamiento jurídico
del adolescente infractor de la ley penal colombiana", presentada en el año 2010.
I ~
A.~f~S\)ec\(),un art\cu\o \)f~sen\ado \)Of \a Goc\ma C\e\o Maf\ño Ro~a~en e\ año
2013 Y que se tituló "Política criminal y excepcionalidad de la privación de la
liberad en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes", hace
referencia a la política criminal, dentro de la protección integral, a través del
sistema de responsabilidad penal juvenil, acorde a las directrices de los diferentes
instrumentos y lineamientos internacionales, determinará derechos y garantías
sustanciales y procesales especiales y específicos de la adolescencia.
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Así las cosas, la política criminal dentro de esta doctrina será aquella que se
concrete, en el campo penal, los derechos fundamentales de la niñez al debido
proceso, en el caso del posible infractor, como del acceso a la justicia, en el caso
de las víctimas. En el campo de la política criminal, la justicia social constituye la
mejor forma de prevención, de acuerdo a las Directrices de las Naciones Unidas
para la Prevención de la Delincuencia Juvenil "Directrices de RIAD".
,,
Un pronunciamiento de la Unicef en el año 2006 sobre Justicia y derechos del
Niño en el Derecho comparado, ha enfatizado que en definitiva, los sistemas
creados en América Latina hasta el momento no son sistemas de justicia juvenil,
..
en el sentido en el que tradicionalmente los ha entendido el mundo anglosajón y
continental europeo; y que estos sistemas latinoamericanos sólo tratan de los
jóvenes o adolescentes, como sea que se los defina desde el punto de vista de las
edades comprendidas que lleven a cabo actos u omisiones descritas como
antecedentes de una sanción penal.
Por su parte, el Doctor Juan Carlos Arias López, en su trabajo presentado para el
plan de formación de la Rama Judicial en la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla
en el año 2006, se refirió al Bloque de constitucionalidad y sistema de.
responsabilidad penal para adolescentes, argumentado que siendo el código dela
infancia y la adolescencia un complejo normativo, requiere ser completado
acudiendo a sus fuentes, entre las cuales se destacan principalmente, los tratados
internacionales sobre derechos humanos suscritos por Colombia, y a la vez se
plantea si con ellos son aplicables otros instrumentos internacionales que sin tener
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la categoría de tratado, son desarrollo de los mismos y que permitirían una
aplicación efectiva de garantías y derechos fundamentales.
Considera el catedrático y jurista, que las niñas, niños y adolescentes, están
cobijados por todos los derechos y libertades enunciadas en los tratados
internacionales sobre derechos humanos para cualquier persona, sin ninquna
•
clase de distinciones, y que ante su falta de madurez física y mental, requieren de
cuidados y asistencia especial para lograr su pleno y armonioso desarrollo de cara
a su vida independiente como ciudadano o ciudadana, y guiados por los ideales
de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, se construye el
"principio del interés superior del NNA, el cual surge como un imperativo de respeto
y protección a cargo de la familia, la sociedad y el Estado.
Para la Doctora Dinora Jiménez Marín, en contraposición a la tradicional doctrina
de la "situación irregular", el modelo de la "protección integral" "que orienta la nueva
legislación sobre menores en Colombia parte de la consideración del niño y el
adolescente como sujetos de derechos. Por ello la legitimidad de la intervención
penal en este ámbito presupone la satisfacción de las garantías que la
Constitución consagra para todas las personas.
El artículo presentado por Jiménez Marín en el año 2009 ante la Facultad de
Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Antioquia sobre
responsabilidad penal juvenil en Colombia y la ideología tutelar a la protección
integral; destaca de manera sucinta los cambios que en esta materia supuso el
paso del Código del Menor (Decreto 2737 de 1989) al Código de la Infancia y la
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Adolescencia (Ley 1098 de 2008), la cual recogió la doctrina que durante muchos
años fueron elaborando los organismos internacionales encargados de velar por
los derechos de los niños, que se plasmó en la Convención de los Derechos del
Niño, aprobada en Colombia mediante la Ley 12 de 1991. Tal doctrina es conocida
como de la protección integral.
,,
En tal sentido, el estudio de los derechos y garantías a que tienen derecho los
adolescentes infractores durante el proceso penal, nos permite conocer y describir
la efectividad en la aplicación del Sistema partiendo de la base esencial del debido
proceso.
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Capítulo 1: Evolución Constitucional y aplicación del
bloque de constitucionalidad respecto a las garantías
procesales de los adolescentes infractores en Colombia.
1.1.Análisis del bloque de constitucionalidad
En primer lugar, es de suma importancia ocuparnos en la revisión 'de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, en donde se considera
todos los seres humanos (sin excluir a los niños y las niñas) como personas y en
consecuencia mediante la Declaración de los Derechos del Niño de 1959, se
realiza una solidificación de un concepto de "niño/niña/adolescente" como un•.
verdadero sujeto de derechos, no obstante, mediante la Convención Internacional
de los Derechos de Niños en 1989, se les declara como sujetos plenos de
derechos.
Así mismo, a lo anterior se suman las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas
para la Administración de Justicia Juvenil, las Reglas de Beijing, y las Reglas
Mínimas de las Naciones Unidas para la Protección de los Jóvenes Privados de la
Libertad, por lo que desde un análisis normativo conviene aclarar que no se debe
tratar a un adolescente, aun siendo criminal, como un adulto; como indica Cólas
(2011, p. 66), "El sistema tutelar supone la superación de la época históricá en la
que los menores responsables de un delito recibían el mismo trato que los
adultos". No podemos llegar a aplicar la tolerancia cero a la delincuencia juvenil
sin tener objeciones en una sociedad como la colombiana, en la que es
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fundamental hacer un estudio desde la génesis para comprender no ya la
delincuencia juvenil sino todo el fenómeno delincuencial.
Por consiguiente, es de suma importancia realizar la identificación de los
siguientes instrumentos internacionales de protección de los derechos de los
adolescentes:
•,
Declaración de los derechos del niño (1959): Mediante la cual se encuentran
estipulados los principios fundamentales de protección de los niños en el pleno
ejercicio de derechos y libertades de la infancia desde un ámbito normativo
internacional.
Convención sobre los derechos del niño (1989): Se establece que el niño
corresponde a la persona menor de 18 años de edad, así mismo, se estructura en
tres ítems a saber; 1) Los derechos del niño, 11) Los compromisos de los Estados
parte y su seguimiento, 111) Los mecanismos mediante los cuales los Estados
hacen parte de la convención, la cual fue aprobada por la Ley 12 de 1991.
Reglas de Naciones' Unidas para la prevención de la deiincuencia juvenil -
Directrices de Riad de 1990: Se consagran los principios de prevención de la
delincuencia juvenil y el alcance de sus directrices de acuerdo a los instrumentos
internacionales de Derechos Humanos.
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de Menores privados de la
libertad - Reglas de la Habana de 1990: Establece los parámetros sobre las
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disposiciones aplicables en los menores retenidos o en prisión preventiva en
donde se ha establecido la privación de la libertad como ultima ratio.
Reglas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad
- Reglas de Tokio de 1990: Mediante la cual se establecen principios
fundamentales de las medidas no privativas de la libertad, se instauran reglas
durante el juicio y el procedimiento a seguir en la imposición de las sanciones
aplicables.
Observación general de las Naciones Unidas N° 10 sobre los Derechos del
Niño en la justicia de menores de 2007: Mediante la cual se identifican vacíos
..
jurídicos en relación con los derechos procesales en la elaboración y aplicación de
las medidas aplicables a los niños que poseen conflictos con la justicia.
En la siguiente tabla que se presenta un análisis de los instrumentos normativos
internacionales, la situación jurídica y las características respecto a los derechos y
garantías en la justicia para menores.
Declaración de Ginebra: Nace en 1.924, revisada Es un primer documento
Declaración de los en 1.946 y reformada en de carácter enunciativo
1.959, conforme a laderechos del niño.
resolución 1-386/XIV de
la Asamblea General de
las Naciones Unidas.
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Reglas de Beijing: Aprobadas por el VII Documento que definió la
Reglas mínimas de las Congreso sobre necesidad de contar con
Naciones Unidas para la prevención del delito y leyes e instituciones para
administración
Justicia de Menores.
de tratamiento del la atención de los
delincuente, realizado en menores infractores.




Asamblea General de las
Naciones Unidas en su
J)6 reunión, resolución
40/33.
Directrices de RIAD: Adoptadas
Directrices de
establecey Se la
por la prevención de lalas proclamadas




la ONU en su resolución como una forma de
45/112 de 1990. prevenir el delito.
Reglas de las Naciones Adoptadas
Unidas para la protección Asamblea General de la los. responsables de la
de menores privados de ONU en la resolución Administración de justicia
la libertad.
por la Marco de referencia para
14/113 de 1990. a los menores.
Convención de los Adoptadas en New York Instrumento
derechos del niño. en 1989 Y entro en vigor jurídicamente vinculante
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. .Fuente: Parra A. (2016) Resoonsebilided penal de los menores de edad .
Las normas registradas en el gráfico anterior nos permiten reiterar en primer que
la ley de infancia y adolescencia surge como resultado de la concepción del
Estado Social de Derecho con el Estatuto superior de 1991 y en segundo lugar
destacar la vinculación de estos instrumentos normativos internacionales al
llamado bloque de Constitucionalidad, como lo es la promulgación de la ley 12 del
mismo año.
LlI. Derechos de los niños, niñas y adolescentes en la
Constitución Política de 1991.
La norma fundamental del ordenamiento jurídico colombiano en el tema que
respecta a la protección de los niños, niñas y adolescentes en Colombia, se
encuentra estipulada en el artículo 44 superior, en los siguientes términos:
"ARTICULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad
física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y
nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la
educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán
protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro,
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venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos.
Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las
leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño
para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus
,
derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su
cumplimiento y la sanción de los infractores.
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás".
(Constitución Política, 1991, art 44)
Así mismo, mediante el. artículo 45 se establecen los derechos de los
adolescentes en Colombia:
"ARTICULO 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación
integral.
El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los
organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y
progreso de la juventud". (Constitución Política, 1991, art 45)
Es por esto, que de acuerdo a lo citado por Parra (2016) es importante destacar
que la normativa de protección a los adolescentes en Colombia se debe analizar
desde una perspectiva "tutelar" como sujetos de especial protección teniendo en
cuenta el "estado de riesgo" o "situación irregular" en el cual se encuentran. (p 34)
Esa perspectiva "tutelar", de situación "irregular o asistencialista" nos recuerda que
antes de la convención los menores eran considerados como objetos de
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protección pero al mismo tiempo como seres incompletos o incapaces. Es decir, a
estos niños no se les reconocía los derechos que tienen los adultos, ni un proceso
donde se cumplieran todas las garantías; la decisión de privarlos de su libertad no
dependía del hecho cometido o la supuesta infracción en que incurrían, sino de
que a estos niños se les diagnosticara en "estado de riesgo" o situación irregular.
(Parra 2016 - Pág. 34).
Como un aporte significativo, el Concepto de situación irregular aparece con..
ocasión de la Declaración de Ginebra (1924) y de la Declaración Universal de los
Derechos del Niño (1959), permitiendo con él, legitimar una acción judicial
indiscriminada frente a todo menor difícil. De esta manera, mientras que la
situación irregular permitía a los niños y adolescentes desprotegidos, en abandono
o peligro, una tutela permanente, en los adolescentes encontrados penalmente
responsables implicó 'un invasivo control y dominio que llevó a separarlos del
ambiente al que se atribuía la causa de sus desviaciones, y a un aislamiento que
impidiese su transformación en auténticos delincuentes, una vez alcanzaran la
vida adulta. No hay diferencia alguna entonces en el tratamiento que un~ y otra
población recibe, equiparando, como se dijo, el abandono a la delincuencia, y
termina por "criminalizarse la pobreza" (García, 1997).
1.111.El interés superior del adolescente en el SRPA
El principio del interés superior no supone una supremacía o dominancia de este
principio sobre otros de similar naturaleza e igualmente importantes (por ejemplo,
J
justicia, o sociedad), sino que deberá ser un elemento más a tener en cuenta
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cuando de tomar decisiones sobre este grupo poblacional se trate (Cillero, 1999;
Alston & Gilmour, 1999).
El principio del interés superior del niño apunta a que la protección de los
derechos de los menores de edad no debe estar a cargo de instituciones estatales
exclusivamente sino de una estrategia general y pública, orientada a rescatar el
nuevo valor que los niños, niñas y adolescentes han adquirido dentro de la
sociedad y su condición de sujetos de derechos, como se resalta en la presente
-
investigación.
En cuanto al alcance del el interés superior, éste ante todo es un principio esencial
del Sistema y una forma especial de protección a través de la cual se busca que la
identidad personal de los niños, las niñas y los adolescentes no se vea frustrada y
les permita erigirse como sujetos activos plenamente integrados a la vida social
una vez alcancen la adultez. No es, entonces una forma de discriminación
(positiva) sino al trato que corresponde darle a las personas menores de edad y al
reconocimiento de los derechos y normas que a ellos aplican.
.
En pertinente destacar la normativa contentiva en el Comité de los Derechos del
Niño (CON), desarrollada a través de la Observación general número catorce
"sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración
primordial", (Convención de los derechos del niño, 1989) en donde se realiza el
estudio del alcance del concepto "interés superior" desde tres dimensiones:
i) como derecho -suetenuvo: Al analizar la aplicación del derecho desde la
perspectiva más benéfica para el adolescente.
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ii) como principio jurídico de interpretación: Al ser aceptado más de un tipo
de interpretación se ha de tener en cuenta la situación donde se reconozca
con mayor efectividad el interés superior del niño. ,,
iii) como norma de procedimiento: Debe tener en cuenta las consecuencias
que se derivan del procedimiento aplicable, por lo que las sentencias deben
estar debidamente motivadas y justificadas.
En este sentido, mediante el artículo 3° de la Convención de los derechos del niño,
1989 se establece lo siguiente:
"En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño". (Convención de los
derechos del niño, 1989, art 3°)
El Constituyente de 1991, tuvo la intención colocar a los niños en un lugar
primordial en el que deben ser especialmente protegidos, dada su particular.
vulnerabilidad al ser sujetos que empiezan la vida y que se encuentran en
situación de indefensión, que requieren de especial atención por parte de la
familia, la sociedad y el Estado y sin cuya asistencia no podrían alcanzar el pleno
y armonioso desarrollo de su personalidad': así ha quedado dicho en la sentencia
T-557 de 2011 con ponencia de la Magistrada Ponente María Victoria Calle Correa,
donde se ha señalado o rrrárcado las pautas o criterios que se deben tener en
cuenta a la hora de determinar el interés superior del menor en caso de que sus
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derechos o intereses se encuentren en conflicto con los de sus padres u otras
personas que de alguna manera se vean involucrados. Es por ello que el interés
superior se erige como criterio orientador de las normas que se ocupan de la
protección de los niños, niñas y adolescentes bajo los criterios de garantía del
desarrollo integral del menor, garantía de las condiciones para el pleno ejercicio de
los derechos fundamentales del menor y la protección frente a riesgos prohibidos.
Por consiguiente, mediante la aplicación del SRPA se busca brindar protección al
"
adolescente infractor de la ley penal por medio de medidas pedagógicas que
permitan la reeducación e incorporación de nuevo a la vida social y su núcleo
familiar.
I.IV. Análisis jurisprudencial
En el ordenamiento jurídico colombiano coinciden la Corte Constitucional y la
Corte Suprema Justicia al considerar que la delincuencia juvenil "compromete el
proceso de formación social y amenaza con truncar la participación activa y
perfeccionante del menor dentro de la comunidad". Lo cual es totalmente cierto y
señalado así por toda la doctrina.
Se considera que la Corte Constitucional no ha sido clara en lo que respecta a la
responsabilidad estatal en cuanto a posibilitar el ejercicio pleno de derechos de los
menores delincuentes, y especialmente a la reeducación, rehabilitación y
reincorporación de estos. En una de sus sentencias la Corte ha dicho: "por lo que
es deber del Estado reetíñcarlos en aras de garantizar el desarrollo armónico e
integral y el ejercicio pleno de sus derechos". Cuando una niña, niño o
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adolescente ingresa por cualquier delito o contravención al Sistema de
Responsabilidad Penal para Adolescentes (en adelante, SRPA) se pueden
argumentar un cúmulo de razones que seguramente influyen en esas infracciones.
Lo común es que exista una corresponsabilidad de la familia como base
fundamental de una sociedad que también de manera activa o pasiva ha sido
motivo de la conducta punible, máxime en un país como Colombia, en el que hay
un conflicto armado interno y en el que las desigualdades son de todo tipo. En ese..
mismo sentido, no se puede obviar la responsabilidad del Estado. En cuanto a la
pobreza y desigualdad y la consecuente violencia que aqueja al país, son un
obstáculo para la protección de derechos fundamentales.
La discusión se centra a la vez en que para algunos expertos, el sistema tiene
unos lineamientos que en general, son principios que pretenden servir de solución
a un problema, con un tipo de enmiendas como las inteqradas al código a raíz de
la implementación del modelo de seguridad ciudadana en el año 2011, que en
cualquier caso no son las más adecuadas tanto para el adolescente como para la
sociedad.
Así pues, la reeducación, rehabilitación y reintegración del menor infractor de la
ley penal a la sociedad son inadecuadas debido a la falta de medidas
estructurales; por otro lado, la sociedad se encuentra insatisfecha y ve que el
sistema no funciona como debiera porque considera que existe impunidad en el
sistema que juzga a los fTl~nores de 18 años. La impunidad en Colombia tiene su
génesis en un sinnúmero de factores, estos no son ajenos a la delincuencia
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juvenil, solo que se ve matizada la delincuencia juvenil porque el tipo de medidas
impuestas a los jóvenes infractores de la ley penal hacen ver que generan
impunidad, cuando realmente son medidas que se imponen a adolescentes que
como tales son susceptibles de un tratamiento diferenciando.
Por consiguiente, para el nuevo Código de la Infancia y la Adolescencia, el
adolescente es un sujeto de deberes y derechos, que el daño ocasionado con el
delito debe ser reparado por el adolescente y sus padres o representantes legales..
y que las medidas o sanciones aplicadas al adolescente deben ser de carácter
restaurativo, educativo y protector, con la participación de la sociedad y de la
familia.
Para el caso de los adolescentes infractores debe tenerse en cuenta el carácter
sancionatorio pero con una perspectiva protectora y educativa. Se puede afirmar
que la realización de una conducta punible por parte de un adolescente implica el
ejercicio de la acción penal por parte del Estado.
En tal condición, se le tiene como sujeto susceptible de realizar conductas típicas,
antijurídicas y culpables y por tanto, objeto de reproche a través de una sanción o
medida. En este orden, podemos sostener que el proceso que se sigue a los
adolescentes puede ser en parte similar al de los adultos, pero debe contener
además los parámetros concretos sugeridos por los instrumentos internacionales,
los cuales están avalados implícitamente por el artículo 44 de la Constitución
Política Colombiana al fijar.I<!~ derechos fundamentales prevalentes de los niños.
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Con base en lo anterior, no resulta del todo acertado sostener que el SRPA hace
parte o corresponde al Derecho Penal en razón a que cumple los mismos fines, lo
cual, de entrada parece no ser cierto, pues cuando se habla de fines del Derecho
Penal es preciso remitirse a los fines de la pena y, en el Sistema objeto de estudio
no se aplican penas sino sanciones, con fines y propósitos distintos a los que se
persiguen en el caso de los mayores de edad.
Hablamos entonces de un modelo restaurativo que tiene como finalidad, la
"
rehabilitación y la reeducación del adolescente, en donde a partir de una
estructura pedagógica, teniendo en cuenta los derechos y deberes ciudadanos, se
brinde la posibilidad al joven de generar un cambio en su proyecto de vida y en el
cual la participación de la familia es fundamental.
Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-684 del año 2009 con
ponencia del Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto, y en especial refiriéndose
al tema del proceso penal con adolescentes infractores, sostuvo:
"El carácter específico y diferenciado del proceso y de las medidas que en el
sistema de responsabilidad penal para adolescentes se adopten respecto del
sistema de adultos, precisa que en caso de conflictos normativos entre las
disposiciones del Código de la Infancia y la Adolescencia y otras leyes, al igual
que para efectos de interpretación normativa, las autoridades judiciales deberán
siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los principios de la
protección integral, así _pomo los pedagógicos, específicos y diferenciados que
rigen este sistema".
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Más adelante en la misma sentencia y refiriéndose al procedimiento y la aplicación
de Derechos y garantías procesales, el alto Tribunal dijo:
"El Código de la Infancia y la Adolescencia contiene diversas remisiones a la Ley
906 de 2004 -Código de Procedimiento Penal-, normativa que resulta aplicable por
lo tanto en la investigación y juzgamiento de los adolescentes a los que se les
impute la infracción del ordenamiento penal, tanto para definir cuáles son las
ritualidades aplicables en estos casos, como para establecer una cota mínima de
"
garantías judiciales de las cuales son titulares los adolescentes, y precisa que los
adolescentes responsables de conductas ilícitas tienen derecho al debido proceso
penal, y enuncia algunas de las garantías judiciales constitutivas de este derecho
tales como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las
imputaciones, el derecho de defensa y de contradicción, el derecho al
asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a
guardar silencio, el derecho a la confrontación con los testigos e interrogar a estos,
el derecho de apelación ante autoridad superior. La misma disposición señala que
los adolescentes procesados penalmente tiene derecho a las demás géf1rantías
consagradas en la Constitución, la ley y los tratados internacionales y prevé que el
adolescente autor o partícipe de una conducta punible goza como mínimo de los
derechos previstos por la Ley 906 de 2004".
De otro lado, la reclusión del adolescente en centro de internamiento tiene como
objeto no solo su cuidado y protección sino garantizar su proceso educativo y su
formación profesional. (Corte Suprema de Justicia, Proceso N° 35681, M.P. Julio
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Enrique Socha Salamanca, 29/06/2011). En el mismo pronunciamiento el Alto
Tribunal dijo que el propósito del SRPA "no es el de ser sancionador, sino
pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, de modo
que propenda por la protección integral de los menores, garantice la justicia
restaurativa, la verdad y la reparación del daño".
El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes en Colombia retorna la
tendencia mundial hacia la Jusñcia Restaurativa, convirtiéndola en su finalidad, al
igual que la verdad y la reparación del daño, alejándose del modelo de Justicia
Retributiva, pues su interés no es el castigo y sus medidas tienen un carácter
pedagógico, específico y diferenciado. (Documento Conpes 3629 de 2009).
El presente gráfico nos ilustra sobre las dos perspectivas en la justicia, resaltando
las características y fines de una y otra:
JUSTICIA PENAL JUSTICIA RESTAURATIVA
• El crimen es una ofensa contra la ley y el
Estado.
• Las ofensas generan culpabilidad
• La justicia requiere que el estado determine
culpabilidad e imponga castigos
• El crimen es una ofensa contra las personas
y las relaciones interpersonales.
• Las ofensas generan obligaciones
• La justicia involucra a víctimas y ofensores y
miembros de la comunidad en un esfuerzo
por enmendar el daño.
EJE CENTRAL DE JUSTICIA PENAL EJE CENTRAL JUSTICIA RESTAURATIVA
• Las necesidades de las víctimas y la
responsabilidad activa del ofensor en la
'---;:;- -;---;-;:~:--:-____;-;--;-:-:---;-;_;:; _;__I reparación del daño.
Fuente: Ministerio de Justicia y del Derecho. • ¿Qué leyes se violaron?
• ¿Quién lo hizo?
• ¿Qué castigo merece?(2015). Sistema de Responsabilidad Penal para
• ¿Quién ha sido dañado?
• ¿Cuáles son sus necesidades?
• ¿Quién tiene la responsabilidad de atender
estas necesidades?
• Que los infractores reciban su justo
merecido
Adolescentes, hacia la protección int~~ral y la justicia
restaurativa. Página 173.
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Con base en la anterior tabla podemos deducir que la Justicia Restaurativa
produce una mayor disminución de la reincidencia, hace posible un espacio
humano, comunicativo, para que aquellas personas que se hayan visto más
afectadas por un delito se reúnan para compartir sus sentimientos, describir cómo
se han visto afectadas y desarrollar un plan para reparar el daño causado o evitar
que ocurra nuevamente.
Antes de la entrada en vigencia de la ley 1098 de 2006, la Corte Constitucional, a
"
través de la Sentencia C-979 de 2005, acogió el concepto de Justicia Restaurativa
presente en la Resolución 2000/14 del Consejo Económico y Social de la
Organización de Naciones Unidas, ONU. En tal sentido, señaló que la justicia
restaurativa considera que el delito afecta a las personas y sus' relaciones y que el
logro de la justicia demanda subsanar el daño.
Para materializar este modelo es necesario tener en cuenta las particularidades
sociales, familiares, emocionales del adolescente, el tipo de delito cometido, la
reincidencia, la intención de colaboración con la justicia, la reparación del daño
causado y la restauración de los vínculos sociales. Por ello, es necesario que las
autoridades del Sistema apliquen justicia restaurativa y busquen el acercamiento
víctima, victimario y comunidad, para estructurar una solución a las consecuencias
del delito cometido por el adolescente. Esta nueva visión tiene la potencialidad de
generar una reflexión profunda del adolescente sobre su responsabilidad como
ciudadano, que se hace evidente en el respeto por las normas sociales y los
derechos humanos de todas las personas.
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El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), según el
documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes), siendo
este el máximo organismo de coordinación de la política económica en Colombia y
que en materia de derecho penal juvenil da líneas y orienta al Estado respecto a
qué acciones emprender, ha señalado que este sistema: (Ruiz Hernández, 2011).
"Implica dos procesos paralelos y complementarios, un proceso judicial y
uno de restablecimiento de sus derechos. Su garantía y protección integral
"
implica un sistema complejo, integrado por instituciones del orden nacional
y territorial, bajo el principio de corresponsabilidad entre la Familia, la
Sociedad y el Estado". (Ruiz, 2011, P 18).
Es por esto que en un sistema fundado jurídicamente en tratados y convenios
internacionales suscritos por Colombia, entre ellos la Convención sobre los
Derechos del Niño, en' la cual se expresa el interés superior del niño, el que debe
ser aplicado por todos los que tienen que ver con el SRPA y que se refiere a la
prevalencia de sus derechos; además otros instrumentos ,Prohíben imponer pena
de muerte; consideran la medida de privación de la libertad únicamente como
último recurso y por período breve; y contemplan cómo el propósito del
procedimiento penal aplicable a ellos es estimular la readaptación social, promover
su reintegración a la sociedad con miras a una función constructiva, promover su
desarrollo, su protección y el mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.
Además, su reclusión en establecimientos penitenciarios tiene como objeto no solo
. _t
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su cuidado y protección sino garantizar su proceso educativo y su formación
profesional. (Corte Suprema de Justicia, Radicado N° 35681).
Frente al tema del interés superior del niño, la prevalencia de sus Derechos y el
tratamiento diferenciado frente a las autoridades, la Corte Constitucional fue
enfática en señalar:
"Los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes gozan de una
especial protección tanto en el ámbito internacional como en nuestro Estado
Social de Derecho. Ello, dada la situación de indefensión, vulnerabilidad y
debilidad de esta población y la necesidad de garantizar un desarrollo armónico e
integral de la misma. Los niños, en virtud de su falta de madurez física y mental -
.
que les hace especialmente vulnerables e indefensos frente a todo tipo de riesgos-
, necesitan protección y cuidados especiales, tanto en términos materiales,
psicológicos y afectivos, como en términos jurídicos, para garantizar su desarrollo
armónico e integral y proveer las condiciones que necesitan para convertirse en
miembros autónomos de la sociedad. Atendiendo esta norma básica contenida en
el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de
las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, el artículo 13 de la Constitución
Política de Colombia, exige la obligación de prodigar una especial protección a
aquellos grupos sociales cuya debilidad sea manifiesta, destacándose entre estos
grupos la especial protección de los niños, la cual es prevalente inclusive en
relación con los demás grupos sociales". (Sentencia T-260 de 2012 - MP.
. _f
Humberto Antonio Sierra Porto).
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En el mismo sentido, la Corte constitucional se ha pronunció en sentencia T-200
del año 2014 con ponencia del magistrado Alberto Rojas Ríos, en los siguientes
términos:
"La jurisprudencia de esta Corporación, al interpretar el cuerpo normativo
que regula la garantía de los derechos de los niños, ha concluido que en
todos los casos relacionados con la protección de sus derechos, el criterio
primordial a seguir por las autoridades competentes debe ser el de la
"
preservación y protección del interés prevaleciente y superior del menor. El
principio del interés superior de los niños también se encuentra incorporado
en la Convención de los Derechos del Niño (artículo 3.1), al exigir que
en "todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades
administrativas o las órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño. JJ
El estudio de la norma en el desarrollo de la investigación de manera concreta
puede conducir al entendimiento y definición jurisprudencial y doctrinal frente a
algún tema y las estrategias procesales para tener en cuenta, identificar falencias
o errores que se hayan encontrado.
Adicionalmente, son los propios instrumentos internacionales los que reconocen la
legitimidad de los procesos de índole penal adelantados por el Estado contra los
menores y adolescentes infractores, estableciendo, eso sí, como fin primordial, la
-f
rehabilitación y educación del individuo que ha infringido la Ley.
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I.V. Principios del SRPA
La presente tabla nos reseña el cambio de concepción que significó la entrada en
vigencia de la ley de infancia y adolescencia, específicamente en lo que concierne
al tratamiento de adolescentes en conflicto con la ley penal, luego de un estudio
sobre el alcance de principios universales como el interés superior del niño y la










.. De su contenido
El adolescente, salvo en materia de garantías procesales,
no puede dársele tratamiento de adulto. El adolescente es
distinto al adulto y por ello debe dársele tratamiento
diferente.
El tratamiento del adolescente que presuntamente incurre
en .una conducta punible, demanda normas sustantivas,
procedimientos, autoridades judiciales y sanciones
especiales, distintas del sistema penal ordinario.
Se entiende por esta doctrina el imperativo que obliga a
todas las personas a garantizar la satisfacción integrál y
simultánea de todos los Derechos Humanos del
adolescente, los cuales son universales, prevalentes e
interdependientes.
El ejercicio de la acción penal, no debe ser la regla para
enfrentar el fenómeno de la delincuencia de adolescentes;




Flexibilidad Por tratarse de una persona en formación, permanente..
cambio y posibilidad de reorientación de su conducta, el
[uez, con base en los criterios señalados por la
Ley 1098 de 2006, cuenta con varias alternativas para
dictar la sanción, examinar el desarrollo de su
cumplimiento y determinar si procede .otro tipo de sanción,
sin perjuicio del principio de legalidad.
Participación Activa En el proceso se hace indispensable la participación
activa de la víctima y su representante.
Individualización Atendiendo a que un adolescente no es igual a otro; a que
su problemática es distinta a la de los demás, el
tratamiento debe consultar sus específicas y concretas
necesidades de toda índole, garantizando tanto la
protección como el restablecimiento de sus derechos.
Reintegración Social El principio fundamental de la justicia penal de
Pedagógico adolescentes es lograr que pueda seguirse
desenvolviendo como ciudadano valioso para la sociedad
y en este sentido debe orientársele.
La No Regresividad El país tendría que entrar a demandar la Convención
Internacional de los Derechos del Niño, que prohíbe que
los menores sean condenados como adultos o que una
vez cumplan la mayoría de edad sean trasladados a una
cárcel normal. Además, se estaría violando el principio de
no regresividad de los derechos, lo que pondría a
Colombia a merced de ser sancionada por la Organización
de las Naciones Unidas.
Fuente: Documento CONPES 3629, 2009
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El contenido del gráfico es claro en señalar que el proceso penal en adolescentes
será específico y diferenciado frente al sistema de adultos, precisando que en
caso de conflictos normativos entre las disposiciones del Código de la Infancia y la
Adolescencia y otras leyes, al igual que para efectos de interpretación normativa,
las autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior del niño o
adolescente y orientarse por los principios de la protección integral, así como los
pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen el sistema.
"
Ese ordenamiento tiene también por objeto establecer normas de carácter
sustantivo y adjetivo encaminadas a la protección integral de los niños, las niñas y
los adolescentes para garantizar así el ejercicio de sus derechos y libertades,
asunto que compete tanto a la familia, como a la sociedad y al Estado.
En este sentido mediante el artículo 140 de la ley 1098 de 2006, se establece que
el proceso deberá garantizar la justicia restaurativa, la verdad y la reparación del
daño, en donde se deberá siempre privilegiar el interés superior del niño y
adolescente, orientado por los principios de la protección integral, así como los
pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen el sistema.
Con fundamento en las consideraciones antes citadas, se podría afirmar que la
aplicación efectiva de las garantías procesales para los adolescentes infractores
debe darse desde el momento de la captura como lo estipula la Ley de infancia y
adolescencia en su artículo 191; cuya definición refiere a que el adolescente
sorprendido en flagrancia s.eJá conducido de inmediato ante el Fiscal Delegado
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para la autoridad judicial, quien dentro de las 36 horas siguientes lo presentará al
Juez de Control de Garantías y le expondrá cómo se produjo la aprehensión.
En materia de garantías procesales es importante citar el principio de oportunidad
señalado en el artículo 175 de la ley 1098 de 2006, en los procesos seguidos a los
adolescentes como partícipes de los delitos cometidos por grupos armados al




Capítulo 11:Los elementos jurídicos de protección de
los derechos fundamentales de los adolescentes en
Colombia.
En la actualidad, en el ordenamiento jurídico colombiano los adolescentes han
obtenido un tratamiento jurídico - penal de tipo especial; toda vez que de acuerdo
al desarrollo psicológico que se les atribuye, no son considerados sujetos directos
a los cuales se les aplique la norrñatlvidad penal en toda su dimensión.
Por tal razón, el objeto del código de infancia y adolescencia como bien se señala
al tenor de su artículo 2, consiste en establecer normas sustantivas y procesales
para la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el
ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos
internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes,
así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la
familia, la sociedad y el Estado.
Entrando a revisar los conceptos de "adolescente" tenemos que de acuerdo. al
nivel social y cultural donde se desarrolle se construye una perspectiva al
abordarlo; de este modo, en la edad media eran considerados como "objeto para
la recreación de los adultos a través de sus actos graciosos o el niño como objeto
de disciplina y control en las instituciones escolares y terminando en el debate
contemporáneo de los niños, las niñas y los/las adolescentes como objetos del
-,
Derecho y la categoría del infante como sujeto de derechos". (Defensa ría del
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pueblo, 2015), lo cual infringía notoriamente los Derechos Humanos de los
adolescentes.
Los sujetos titulares de Derechos de conformidad con la ley 1098 de 2006
En el presente gráfico encontramos una representación sobre la clasificación de
los menores de edad, aquellos que están sujetos a responsabilidad penal y el tipo




M nore de edad








Fuente: Fuente: Ministerio de Justicia y del Derecho. (2015). Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes, hacia la protección integral y la justicia restaurativa. Página 100.
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La gráfica también nos ilustra respecto a que aquellos menores entre o y 12 años
no están sujetos a responsabilidad penal aunque realicen conductas delictivas.
Vale recordar, que con posterioridad, a partir del siglo XIX hasta mediados del XX
se interpretó la noción de "menor"; entendido como "aquel que contara con las
condiciones básicas de desarrollo en una situación normalizada" (García, 1999) de
la cual se derivó la doctrina de "situación irregular".
En este sentido, para el doc.1:rinanteGarcía Méndez (2013) la "situación irregular"
se constituye para los adolescentes en una situación fáctica de "dificultad" de lo
cual surge la situación de "adopción o adoptabilidad", en donde no se realiza una
distinción entre adolescente en situación de abandono o adolescente infractor de
lo que se deriva una posible criminalización de la pobreza basado en la
discriminación ..
11.1.Derecho a la dignidad humana de acuerdo a los parámetros
de la Constitución Política de 1991.
Teniendo en cuenta que Colombia es un Estado Social de Derecho, todas las
actuaciones que se desarrollen al interior se deben realizar bajo el respeto del
derecho fundamental a la dignidad humana sin ningún tipo de discriminación
(Constitución Política, 1991, preámbulo), para el caso sub examine,
correspondiente a los adolescentes, es importante destacar que de acuerdo a los
instrumentos internacionales y constitucionales son considerados sujetos que
demandan especial protección.
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En este contexto, es importante destacar la acertada concepción de la doctrinante
Amanda Parra (2016) quien manifiesta: "la protección integral del menor, como
paradigma de la prevención punitiva, se encuentra arraigada en los centuplicados,
plexos jurídicos colombianos y los convenios ratificados" (p 38)
11.11.Derecho al debido proceso de acuerdo a la Constitución
Política de 1991 y la Ley 1098 de 2006.
El respeto y garantía por el derecho al debido proceso se encuentra protegido por
las normas de carácter internacional y nacional, debido a la ínfima relación que
tiene con los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.
Por consiguiente, es importante traer a colación el artículo 29 superior, mediante el
cual se establecen los principales postulados del respeto al debido proceso en la
norma constitucíonal colo,mbiana.
"ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones
judiciales y administrativas.
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le
imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las
formas propias de cada juicio.
En materia penal. la ley permisiva o favorable. aun cuando sea posterior. se
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un
abogado escogido por él. o de oficio. durante la investigación y el juzgamiento; a
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un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia
condenatoria, ya no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. .,
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso".
(Constitución Política, 1991, art 29)
En este orden de ideas, desde una perspectiva garantista y en cumplimiento de
los postulados constitucionales es importante destacar el desarrollo normativo
"
realizado en el Código de la Infancia y Adolescencia en relación al tema
concerniente a la protección del derecho al debido proceso del menor que se
encuentra judicializado:
"ARTíCULO 26. DERECHO Al DEBIDO PROCESO. los niños, las niñas y los
adolescentes tienen derecho a que se les apliquen las garantías del debido
proceso en todas las actuaciones administrativas y judiciales en que se encuentren
involucrados.
En toda actuación administrativa, judicial o de cualquier .otra naturaleza en que
estén involucrados, los niños, las niñas y los adolescentes, tendrán derecho a ser
escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta". (ley 1098, 2006, art
26).
En este contexto, es importante destacar una esencia garantista por el respeto al
debido proceso, en donde de acuerdo a lo aportado por Parra (2016): "el sujeto
activo de la conducta punible es una herramienta principal del derecho al debido
_1'
proceso donde se le deberán tutelar los derechos a la defensa, a la presunción de
41
inocencia, a ser notificado, a contradecir, a la representación de un abogado, a
guardar silencio, entre otras" (p 36). ..
11.11I. Procedimiento del Sistema S.R.P.A establecido en la Ley
1098 de 2006.
Es importante señalar que el adolescente aprehendido bien sea en f1agrancia o por orden
judicial, debe ser puesto a disposición de la policía de infancia y adolescencia, llevado al
CESPA o a un centro transitorio", donde permanecerá hasta que se celebran las
audiencias preliminares, tal y como lo explica la gráfica.
_J'
Fuente: Fuente: Ministerio de Justicia y del Derecho. (2015). Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes, hacia la protección integral y la justicia restaurativa. Página 103.
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Como se ha ilustrado, una vez imputado el adolescente infractor, se da inicio a la
etapa de investigación, la cual tiene lugar ante los jueces promiscuos municipales,
reparto; asistiendo a esta el juez promiscuo municipal (garantías), el fiscal, el
abogado defensor, el menor infractor y el Defensor de familia. En esta etapa el
adolescente infractor tiene la oportunidad de aceptar o no los cargos.
Una vez lo anterior, el juzgado de garantías remite estas diligencias al juzgado de
familia quien hace las vez de juez de conocimiento para que se continúe con el
"
proceso.
Una vez asignadas las diligencias anteriores al respectivo juez de familia, este
convoca a las partes a la realización de la audiencia de acusación, el cual se
realizará con todas las garantías señaladas en la ley y con la presencia obligatoria
de las partes que participaron en audiencia de imputación, y además la presencia
del representante judicial de las víctimas.
Si este adolescente ha aceptado cargos en audiencia de imputación, el Juez
verificará sobre la legalidad del mismo y fija fecha para imposición de la respectiva
sanción, no sin antes indicarle al Defensor de Familia, que debe allegar el informe
psicosocial del adolescente infractor. En caso contrario de no aceptar cargos, la
fiscalía realiza la respetiva acusación dando traslado de los elementos materiales
probatorios relacionados en el escrito de acusación a las partes, además el Juez
reconocerá la calidad de víctima o víctimas dentro del proceso (Art 340 C.P.P) y
fijará fecha para la realización _~e audiencia preparatoria.
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En audiencia preparatoria, la defensa descubre los elementos probatorios que
hará valer en el juicio corriéndole traslado a las partes; Seguidamente la fiscalía, la
defensa y el representante de victimas realizaran las respectivas solicitudes,
probatorias indicando su pertinencia, conducencia y utilidad de las mismas, paso
seguido, el juez decretará las pruebas a las partes que se debatirán en juicio oral,
decreto de pruebas que es susceptible de recursos. Una vez lo anterior, el Juez
fija fecha para la realización del juicio oral.
..
En la audiencia de inicio del Juicio Oral, la fiscalía indicará si ha realizado
estipulaciones probatorias con la Defensa, paso seguido, se da inicio con la teoría
del caso y práctica de pruebas en el orden que han sido decretadas por el
Juzgado.
No es obligatorio que la defensa haga alegatos de apertura; una vez practicadas
I '
las pruebas, la fiscalía y la defensa harán alegatos de conclusión. Seguidamente,
refiriéndose a las condiciones individuales, familiares, sociales., modo de vivir y
el Juez anuncia el sentido del fallo (Condenatorio o Absolutorio).
Si el sentido del fallo es condenatorio, el juez correrá traslado a las partes para
que se pronuncien respecto de la individualización de pena y sentencia,
antecedentes de todo orden del culpable y si lo consideran conveniente podrán
referirse a la probable determinación de la sanción aplicable (Art. 447 CPP).
Por otra parte, es necesario citar las prohibiciones especiales descritas en el
artículo 157 de la ley 109S-éle 2006, donde establece que en los procesos de
responsabilidad penal para adolescentes no proceden los acuerdos entre la
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Fiscalía y la Defensa. Cuando el adolescente aceptare los cargos en la audiencia
de legalización de la aprehensión o de imputación se procederá a remitir el asunto
al juez de conocimiento para que fije la fecha para la audiencia de imposición de la
sanción. El juez instará a la Defensoría de Familia para que proceda al estudio de
la situación familiar, económica, social, sicológica y cultural del adolescente y rinda
el informe en dicha audiencia.
Se establece al tenor del artículo 159 la prohibición de antecedentes. Las
"
sentencias proferidas en procesos por responsabilidad penal para adolescentes no
tendrán el carácter de antecedente judicial.
En cuanto a la excepcionalidad de la privación de libertad, el artículo 161 de la ley
1098 dice: Para los efectos de la responsabilidad penal para adolescentes, la
privación de la libertad sólo procede para las personas que al momento de
cometer el hecho hayan cumplido catorce (14) y sean menores de dieciocho (18)
años. La privación de la libertad sólo procederá como medida pedagógica.
Con relación a la conducción de niñas, niños y adolescentes, el artículo 94 de la
mencionada norma, prohíbe la conducción de los niños, niñas y adolescentes
mediante la utilización de esposas y se prohíbe el uso de armas para impedir o
conjurar su evasión, salvo que sea necesario para proteger la integridad física del
encargado de su conducción ante la amenaza de un peligro grave e inminente.
Inmediatamente, o más tardar dentro de las 36 horas siguientes a la captura, debe
ser presentado ante el juez.con función de control de garantías.
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Si bien es cierto que el Código de la Infancia y la Adolescencia remite a la
aplicación de la Ley 906, se puede afirmar que la actividad del Juez Penal para la
adolescencia en función de Garantías y en función de conocimiento no presenta,
más variaciones que las propias de la Ley 1098 Y los instrumentos internacionales
en materia de justicia para menores.
En tal virtud el principio de oralidad que rige en el sistema, las actuaciones ante el
Juez se desarrollan en audiencias, las cuales serán cerradas al público en razón al
, eventual daño psicológico al que se pueda exponer al adolescente, el cual será
valorado por el Juez en cada caso concreto. Esto en aplicación al artículo 147 de
la Ley 1098 Y lo señalado en la regla 8 de Beijing.
De otra parte, el propósito del SRPA "no es el de ser sancionador, sino
pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, de modo
I .
que propenda por la protección integral de los menores, garantice la justicia
restaurativa, la verdad y la reparación del daño". (Corte Suprema de Justicia,
Proceso N° 35681).
.
Frente a la detención preventiva el Juez de control de Garantías puede decretar
en cualquier momento del proceso y antes de la audiencia de juicio, la cual no
podrá exceder de cuatro (4) meses prorrogables por un mes más con motivación
cuando exista riesgos razonables contemplados en la ley; el Defensor de Familia
debe velar porque se respeten los derechos al adolescente y que la decisión de la
medida de Internamiento Preventivo sea procedente. En esta audiencia el_J'
Defensor de Familia puede interponer los recursos de ley para garantizar que la
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medida de internamiento preventivo sea aplicada por el juez como último recurso.
Así mismo, durante el tiempo de Internamiento Preventivo, el equipo
interdisciplinario de la Defensoría de Familia realizará seguimiento a la
intervención realizada por el operador. Igualmente iniciará la elaboración del
informe psicosocial que se llevará a la Audiencia de Imposición de Sanción o de
Juicio.
Con relación a las audiencias preparatoria y de juicio oral, una vez se decreten
abiertas por el Juez, es indispensable la presencia del Juez, Fiscal, Defensor
Técnico y Defensor de Familia, en estos casos la Defensoría de Familia deberá
estar presta a verificar que se respeten los derechos al adolescente acusado, tales
como el debido proceso, la legítima defensa, que las respuestas del mismo ante
las preguntas del Juez, sean libres, consientes, voluntarias y que esté
debidamente informado de las consecuencias de su decisión y asesorado por su
defensor de confianza o público.
Debe señalarse la importancia de la presencia del defensor e Familia en la
audiencia de lectura de fallo, individualización e imposición de la sanción, toda vez
que éste debe presentar un estudio sobre la situación familiar, económica, social,
psicológica y cultural del adolescente y cualquier otra materia que a juicio del
funcionario sea de relevancia para imposición de la sanción, la cual deberá sugerir
atendiendo que la misma tiene una finalidad protectora, educativa y restaurativa y
se aplicarán con el apoyo de la familia y de especialistas y los criterios para la
definición de las mismas consagrado en la Ley 1098 de 2006.
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Una vez impuesta la sanción, la defensoría de familia podrá adelantar de forma
independiente la verificación del cumplimiento de las misma, su evolución y si es
el caso solicitar modificación o cese de la misma, para lo cual se podrá contar qon
el apoyo de los informes remitidos por los Centros o Programas y complementar la
labor adelantada por los equipos de seguimiento de la Defensoría de Familia.
En el tema de la sanción, ésta debe representar un derecho y una garantía, donde
el Juez que impuso la sanción, regule el cumplimiento de la misma y vele por el
"
respeto y cumplimiento de los derechos fundamentales durante su ejecución.
Es necesario que el Juez conozca al adolescente a quien ha aplicado la sanción
de privación de la libertad, reconocer su proceso dentro del Centro de Atención
.
Especializada, saber qué hace, cómo está; enterarse de su Plan de Atención
Individual y sus proyecciones ante la inclusión social. De igual manera, es función
I '
del Juez informar al adolescente y su familia sobre su situación procesal y los
derechos que le corresponden a medida que avanza el tiempo en privación de
libertad.
El adolescente infractor debe estar en un lugar adecuado mientras que el Fiscal
competente resuelve si es procedente presentar el caso ante el Juez de
Garantías, proceso para el cual cuenta con 36 horas de acuerdo con el artículo
191 del Código de la Infancia y la Adolescencia. Para ello se han creado los
"Centros Transitorios" La construcción y mantenimiento de los Centros Transitorios
estará a cargo de los entes tertitoríales y la dotación estará a cargo de11C8F.
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Por lo que materializar este modelo restaurativo implica tener en cuenta las
particularidades sociales, familiares, emocionales del adolescente, el tipo de delito
cometido, la reincidencia, la intención de colaboración con la justicia, la reparación
del daño causado y la restauración de los vínculos sociales. Por ello, es necesario
que las autoridades del sistema apliquen justicia restaurativa y busquen el
acercamiento víctima, victimario y comunidad, para estructurar una solución a las
consecuencias del delito cometido por el adolescente. Esta nueva visión tiene la
-potencialidad de generar una reflexión profunda del adolescente sobre su
responsabilidad como ciudadano, que se hace evidente en el respeto por las
normas sociales y los derechos humanos de todas las personas.
A lo largo del presente trabajo se suscita un aspecto de especial atención y que
demanda de su análisis y estudio: El contenido del artículo 191 del Código de la
Infancia y la Adolescencia configura un procedimiento especial para la
investigación y juzgamiento de los adolescentes capturados en flagrancia con una
manifestación de los principios de especificidad y diferenciación, porque establece
una reglas procesales especiales para estos casos que podrían apartarse de la
regulación y constituir una excepción establecida en el Código de procedimiento
Penal; sin embargo, el procedimiento presenta algunas lagunas normativas que
suscitan importantes dudas hermenéuticas porque en primer lugar no establece un
término para que el fiscal formule la solicitud que contiene la acusación, ni
tampoco prevé una ritualidad específica para adelantar esta actuación, tampoco
define si el juez de control dé! garantías debe pronunciarse sobre la solicitud del
fiscal, ni tampoco prevé una ritualidad específica que deba surtirse ante la
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autoridad judicial y en la cual esté prevista la participación de los sujetos
procesales para tales efectos. Frente a este planteamiento se ponen a flote las
garantías procesales del adolescente infractor. •,
Se observa que no se prevé un plazo exacto entre la audiencia de legalización de
la aprehensión y la presentación del escrito por parte del fiscal que da lugar al
envío del expediente al juez de conocimiento y a la citación de la audiencia de
juicio oral, lo que puede por una parte afectar el derecho de defensa del menor
•
porque no contará con un plazo suficiente para preparar su defensa, o incluso
puede afectar el derecho a la libertad del menor en caso que el fiscal no sea
diligente y se haya impuesto la medida de internamiento preventivo. Esas lagunas
normativas no son susceptibles de ser subsanadas mediante facultades
discrecionales de las autoridades judiciales.
Como se ha expresado en el desarrollo del presente trabajo, uno de los derechos
fundamentales que integran el debido proceso penal es el que tiene todo
procesado de un hecho ilícito a ejercer su derecho a la defensa y, por
consiguiente, a designar libremente un abogado que lo asista, tanto en la etapa' de
investigación como en la de juzgamiento.
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Capítulo 111:El alcance de los mecanismos como la
restauración y la prevención en la realización de
conductas punitivas por parte de los adolescentes
en Colombia.
"La educaciori es un medioyara hacer retroceder [ayobreza, [a
margínacíón, fa iqnorancia, [a opresion. y [a guerra" .Anónímo
Si bien es cierto que en Colombia se han establecido sanciones para el~
adolescente infractor de la ley penal, también debe diseñarse una política criminal
basada en la educación para la prevención del delito. No puede desconocerse
que la incursión en conductas penalmente reprochables constituye una de las
situaciones irregulares más dramáticas en que pueda encontrarse los
adolescentes, pues la delincuencia juvenil compromete el proceso de formación
social y amenaza con truncar la participación activa y perfeccionante del mismo
dentro de la comunidad.
En materia de restauración, tratándose de adolescentes a: quienes les han
vulnerado o amenazado sus derechos pero que no se ven incursos en ningúna
situación de conflicto con la ley, es decir, que no han cometido delitos o que,
cometiéndolos, no se les adelanta el correspondiente proceso penal, se
encuentran en el grupo de adolescentes atendidos por el sistema de protección.
Estos adolescentes, ajenos al SRPA reciben el tratamiento correspondiente para
el restablecimiento de sus derechos, consistente en "la restauración de su
dignidad e integridad como sujetos y de la capacidad para hacer un ejercicio
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efectivo de los derechos que les han sido vulnerados", a través de medidas tales
como:
1. La amonestación con asistencia a curso pedagógico a sus padres o
representantes legales.
2. El retiro inmediato de la actividad que amenaza o vulnera sus derechos o de las
"actividades i1ícitas en que se puedan encontrar, ubicándolo en un programa de
atención especializada.
3. Ubicación en medio familiar.
4. Ubicación en centros de emergencia.
5. Adopción.
6. Acciones policivas, administrativas o judiciales.
7. Otras que permitan el cumplimiento del fin.
En los procesos judiciales con fines restaurativos, pedagógicos y resoclalizadores,
aparte de los órganos de administración de justicia, participan otros del Sistema
Nacional de Bienestar Familiar, del que el ICBF es el ente rector, situación que no
se presenta cuando se trata de la judicialización de adultos. De allí que en los
procesos penales seguidos contra los adolescentes intervenga el defensor de
familia, quien se encarga de verificar la garantía de los derechos del adolescente
'J .
en conflicto con la ley y el seguimiento del debido proceso, como ya se indicó.
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En todo caso, el mandato legal y constitucional, está encaminado a preparar a los
adolescentes infractores para su reeducación y rehabilitación ofreciendo todos los
medios y recursos existentes por parte del Estado.1
En este orden, los fines de la reeducación y reinserción social obligan
directamente «al legislador y aplicador del derecho a diseñar una política
penitenciaria y a la interpretación de la misma, respectivamente, que tenga en
cuenta que el adolescente infractor no deberá ser aislado y si es el caso durante la
"
ejecución de la sanción que se le imponga, se atiendan sus carencias
educacionales del mismo, principalmente sobre aquéllas que más inciden en la
comisión de delitos.
Citando el principio de la Prevención, la doctrina de la protección integral
propende, en el nuevo Sistema por una atención que se anticipe a los hechos o
condiciones que generan situaciones de conflicto, por lo que su preocupación está
centrada en la prevenir las mismas. En este sentido, se ha venido ajustando la
legislación nacional y en especial la jurisprudencia a los' contenidos de las
disposiciones Internacionales sobre infancia y adolescencia. Como lo consagra el
mandato Constitucional, la prevención y la atención de los niños, las niñas y los
adolescentes, parten de la base de la corresponsabilidad, como principio que
convoca al Estado, la Sociedad y la Familia en este compromiso.
1. Documento del Ministerio de Jusiicicfy del Derecho. (2015). Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes,
hacia la protección integral y la justicia restaurativa. Páginas 104y 105.
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En tratándose de penas o de sanciones e independientemente de las diferencias
entre unas y otras, lo cierto es que en el caso de las sanciones estas cumplen un
fin de prevención general y otro de prevención especial, los cuales resultan
necesarios para el cumplimiento del fin perseguido, como lo es el Interés Superior
del niño, como se expone en la siguiente tabla:
Comparativo sobre las diferencias y fines del Sistema de Responsabilidad Penal
de Adultos frente al sistema penal de Adultos.
"
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD SISTEMA DE RESPONSABILIDAD
PENAL DE ADULTOS PENAL PARA ADOLESCENTES
No hay intervención de Defensor de Se requiere la presencia del defensor
Familia. de Familia.
El proceso es oral y público, a él El proceso es oral (audiencias) pero de
puede acudir cualquier ciudadano sin carácter reservado. Se realizan a
que se restrinja su ingreso, excepto en puerta cerrada y de ellas solo participan
las circunstancias expresamente las Partes e intervinientes, sin que se
señaladas en la ley. permita el acceso del público.
Se pueden celebrar preacuerdos. No se pueden celebrar preacuerdos.
Es posible juzgar en ausencia del Se prohibe juzgar en ausencia. del
procesado. (art. 127 CPP, sentencia adolescente.
C-591/05).
La actuación procesal es pública. Las actuaciones procesales
Tienen acceso a ella, además de los adelantadas sólo pueden ser conocidas
intervinientes, los medios de por las partes, sus apoderados, y los
y
comunicación y la comunidad en organismos de control.
general. Se exceptúan los casos en
los cuales el juez consi"d9'ra que la
publicidad de los procedimientos pone
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en peligro a las víctimas, jurados,
testigos, peritos y demás
intervinientes; se afecta la seguridad
Nacional; se expone a un daño
psicológico a los menores de edad que
deban intervenir; se menoscaba el
derecho del acusado a un juicio justo;
o se compromete seriamente el éxito
de la investigación.
"
Las condenas proferidas en Las sentencias no tienen el carácter de
sentencias judiciales en forma antecedente judicial. Estos registros
definitiva tienen la calidad de son reservados y pueden ser utilizados
antecedentes penales y por las autoridades judiciales
contravencionales en todos los competentes para definir las medidas
órdenes legales. aplicables cuando se trata de
establecer la naturaleza y gravedad de
las conductas y la proporcionalidad e
idoneidad de la medida.
Por regla general (se exceptúan los
autos proferidos por jueces penales
municipales con función de control de
garantías y de conocimiento) la
segunda instancia corresponde a una
Sala de Decisión Penal del respectivo
Tribunal Superior del Distrito Judicial.
La sala penal se compone de tres (3)
magistrados penalistas.
Los Tribunales Superiores de Distrito
Judicial cuentan con Salas de Asuntos.
Penales para adolescentes,
especializadas en los asuntos que
versen sobre responsabilidad penal
adolescente. Estas Salas están
integradas por un (1) Magistrado de la
Sala Penal y dos (2) Magistrados de la
Sala de Familia o en su defecto de la
sala Civil, del respectivo Tribunal
Superior. En los procesos de
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responsabilidad penal para
adolescentes la segunda instancia se
surte ante las Salas de Asuntos
Penales para Adolescentes de los
Tribunales Superiores de Distrito
Judicial.
Se imponen medidas de Procede el internamiento preventivo,
aseguramiento, con fines preventivos. con fines pedagógicos.
Fuente: Ministerio de Justicia y del Derecho. 2015. Sistema de Responsabilidad Penal para
Adolescentes, hacia la protección integral y la justicia restaurativa. Páginas 124 y 125.
Puntualizando en el tema de la prevención, la Corte Constitucional en Sentencia
C-979 acogió la perspectiva de Justicia Restaurativa de la Resolución 2000/14 del
Consejo Económico y Social de la Organización de Naciones Unidas para
restaurar a las personas afectadas por los delitos, sus relaciones y para subsanar
el daño. En esta oportunidad el Alto Tribunal sostuvo que por tratarse de
adolescentes resulta connatural que se debe trabajar en el componente de
prevención desde la aplicación del principio de corresponsabilidad, particularmente
de los padres, pero también abre la puerta para que la comunidad sea incluida én
los programas restaurativos.
No puede desconocerse que la misma jurisprudencia ha considerado que el
adolescente actúa bajo parámetros incompatibles con los cánones de conducta
aceptados por la sociedad y el ordenamiento jurídico, por lo que es deber del
Estado reeducarlo para garantizar en primer lugar su desarrollo integral y el
ejercicio pleno de sus derechos, sin desconocer que ese adolescente por falencias
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de comportamiento actúa e infringe las normas de conducta. (Exp. 3387, Corte
Suprema de Justicia).
En el ámbito internacional, las Reglas de Naciones Unidas para la Prevención de
la Delincuencia Juvenil - Reglas de Riad, 1990.; establecen lo concerniente a la
prevención general y los procesos de socialización; así como lo referente a la
política social; la legislación y administración de justicia para menores (de 18 años
o NNA); la investigación, formulación de normas y coordinación, entre otros..
aspectos. Es de anotar que entre los principios, las Reglas de Riad señalan la
importancia de que los Estados estudien de manera sistemática la delincuencia
juvenil y desarrollen medidas que eviten criminalizar y penalizar a esta población
(Tomado de ICBF, 2012, pág. 4).
Expuesto lo anterior, es necesario considerar que en relación a derechos y
garantías procesales dentro del proceso penal que se adelanta a los adolescentes
de la ley penal en Colombia, la legislación de infancia y adolescencia se encuentra
además articulada mediante unos principios orientadores sobre la interpretación a
seguir por parte de los operadores jurídicos cuando se enfrentan a asuntos' que
encierran debates en los que participan menores, como son el principio del interés
superior de los niños, la prevalencia de sus derechos, la protección integral y el
derecho a tener una familia y no ser separado de ella.
En el ámbito internacional, las Reglas de Naciones Unidas para la Prevención de
la Delincuencia Juvenil - R-eglas de Riad, 1990.; establecen lo concerniente a la
prevención general y los procesos de socialización; así como lo referente a la
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política social; la legislación y administración de justicia para menores (de 18 años
o NNA); la investigación, formulación de normas y coordinación, entre otros
aspectos. Es de anotar que entre los principios, las Reglas de Riad señalan la
importancia de que los Estados estudien de manera sistemática la delincuencia
juvenil y desarrollen medidas que eviten criminalizar y penalizar a esta población
(Tomado de ICBF, 2012, pág. 4).
11I.1.Pedagogía para la paz
"
La educación es un eje trascendental en todo proceso de humanización y
dignificación de la vida humana, por lo que los procesos de enseñanza y
aprendizaje buscan recuperar la construcción de ciudadanos respetuosos de las
normas sociales y jurídicas que han sido previamente establecidas por la
sociedad.
En este contexto, para Parra (2016) el objetivo básico de la educación se
fundamenta en la instrucción mediante la cual se puede establecer una nueva
concepción de escolaridad en donde se busque transmitir conocimientos y
destrezas fundamentada en valores mediante una escuela de ciudadanía y la
adopción de actitudes éticas valiosas. (p 161)
Con la promulgación de la ley 1620 de 2013 reglamentada por el Decreto 965 del
mismo año, se crea el Sistema Nacional de convivencia escolar y formación para
el ejercicio de los Derechos Humanos, la educación para la sexualidad y la
prevención y mitigación de-la violencia escolar; se preceptúan como principios la
participación, la corresponsabilidad, la autonomía, la diversidad e integralidad. La
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citada ley se orienta en cuatro ejes que son: La creación de los comités de
convivencia escolar en todos los niveles y en todos los lugares del país; establece
una ruta de atención integral para la convivencia escolar; establece el sistema de
información unificado de convivencia escolar y por último, la aplicación efectiva de
los manuales de convivencia.
Un año más tarde con la ley 1732 de 2014, se establece la cátedra de la paz en
todas las instituciones educativas del país, la cual tiene como fin garantizar la
"
creación y el fortalecimiento de una cultura de paz en Colombia y debe
desarrollarse como una asignatura independiente.
111.11.La adopción de la cultura de la no violencia
Es importante destacar que la cultura de la no violencia surge principalmente en el
hogar, en donde es importante forjar bases fundamentales de respeto y
obediencia a las normas que se han impuesto al interior de una colectividad social,
para el caso en estudio de la normativa de tipo penal.
Así mismo, complementando lo anterior es importante destacar el roll que tienen
las instituciones educativas en todos sus ámbitos, toda vez que los menores en
Colombia adquieren conductas comportamentales en los centros educativos en
donde se ha evidenciado la presencia de situaciones de violencia entre
compañeros, tal es el caso del bullying que últimamente ha ido en crecimiento y
que preocupa e involucra a toda la sociedad.
-,
En este sentido, la doctrinante Amanda Parra (2016) ha sido muy acertada al
afirmar que las instituciones educativas como centros de transmisión de
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información deben velar por la existencia de buenas relaciones interpersonales
individuales y grupales coadyuvadas por el grupo familiar. (p 165)
Lo anterior, de igual manera debe fundamentarse en mecanismos pedagógicos
de "prevención" donde los adolescentes tengan pleno conocimiento de las
acciones que se encuentran en contra a las normas penales y las consecuencias
que se derivan de su realización.
Así mismo, es importante destacar la propuesta de Parra (2016) en donde sugiere
la creación de unas estrategias de prevención de la violencia escolar, en el
siguiente sentido:
1. Estrategias académicas: Propone incorporar en el currículo..
académico actividades socializado ras y pedagógicas de
concientización de las consecuencias de las infracciones a la ley
penal.
11. Estrategias artísticas: Realiza la propuesta de crear talleres de
artes plásticas, teatro, música, poesía, cuentos, narraciones, relatos
de expresiones, entre otros.
11I. Estrategias lúdicas: Mediante la cartografía social, comportamental
y cultural de la no violencia.
En este sentido, es importante destacar que los mecanismos de prevención de
realización de conductas punitivas por parte de los adolescentes en Colombia se
encuentran principalmente" fundados en la pedagogía para la educación y la
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cultura de la no violencia en donde los principales responsables de la realización y
seguimientos son la familia, la escuela y la sociedad.
Conclusiones
En forma paralela y en abierto consenso con la legislación interna, la atención a la
infancia se ha visto amparada mediante tratados y convenios internacionales que
..
buscan ampliar cada vez más el soporte jurídico que garantiza los derechos de los
niños y niñas y que integra el bloque de constitucionalidad, entre los cuales se
encuentran:
- La Declaración Universal de los Derechos Humanos.
- La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
- El Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos, que en sus arts. 19
y 24, establece que todo niño tiene derecho a las medidas de protección
que, por su condición de menor, requiere por parte de su familia, de la
sociedad y del estado, sin discriminación alguna.
- La Convención Americana sobre Derechos Humanos.
- La Declaración de los Derechos del Niño de 1959.
- La Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, que señala el
principio del interés _~uperior del menor, el respeto estatal a la familia y las
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responsabilidades, los derechos y deberes de los padres, el derecho a tener
una familia y no ser separado de ella, así como sus excepciones.
En observancia de lo anterior, el proceso adelantado contra el adolescente
infractor desde el momento de su captura tiene como objetivo garantizar su
protección y la restauración de sus Derechos, pues de la efectiva aplicación de las
garantías procesales depende el nivel de adaptación del mismo al entorno social y
familiar. Este aspecto nos llevar a considerar, si en efecto el sistema desde el..
punto de vista legal cuenta con las condiciones y recursos físicos necesarios para
cumplir los fines propuestos desde el momento en que se extrae al adolescente de
su mundo común y se somete al proceso penal respectivo.
El carácter específico y diferenciado del proceso y de las medidas que en el
sistema de responsabilidad penal para adolescentes se adopten respecto del
sistema de adultos, precisa que en caso de conflictos normativos entre las
disposiciones del Código de la Infancia y la Adolescencia y otras leyes, al igual
que para efectos de interpretación normativa, las autoridades judiciales deberán
siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los principio's de la
protección integral, así como los pedagógicos, específicos y diferenciados que
rigen este sistema.
En cuanto al procedimiento propiamente dicho, una vez la Policía de Infancia y
Adolescencia, hace la captura en flagrancia, de manera inmediata debe informar al
adolescente sobres sus derechos y seguidamente se elabora un informe que
deberá ser entregado al Fiscal. Una vez se verifica que se trata de un adolescente
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mayor de catorce (14) y menor de dieciocho (18) años, éste debe ser conducido al
Centro de Servicios Judiciales, y dejarse a órdenes del Defensor de Familia
adscrito al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, para que la
Defensoría de Familia, lleve a cabo la verificación inmediata de la garantía de
derechos y de ser el caso debe tomar las medidas de restablecimiento, a que haya
lugar. Si como resultado de la verificación de Garantías y Derechos que realice la
Defensoría de Familia, se observa alguna irregularidad, ésta debe proceder a
..
dejar las respectivas constancias, en lo atinente al procedimiento.
Hemos resaltado del documento del Ministerio de Justicia (2015) sobre el Sistema
de Responsabilidad penal de adolescentes, hacia la protección integral y la justicia
restaurativa, que justamente esa invocada protección debe<propender por una
atención que se anticipe a los hechos o condiciones que generan situaciones de
conflicto, por lo que su preocupación está centrada en la prevención de las
mismas. Es precisamente como se quiere no sólo atender las condiciones que en
el pasado se denominaban "situaciones irregulares", una vez estas se han
presentado, sino anticiparse a ellas, sin olvidar claro está, la obligaqión de
restablecer los derechos vulnerados una vez se presenta la situación que genera
tal vulneración.
Otro aspecto a considerar que constituye derecho y garantía procesal, es la
aplicación de la Justicia Restaurativa, desde el mismo inicio de la investigación,




que permitan la conciliación y la reparación de los daños. Esos acercamientos solo
se podrán dar si existe voluntad de las dos partes.
De otro lado, cuando el delito por el cual se investiga al adolescente no contempla
detención preventiva, la fiscalía debe otorgar la libertad del mismo con el
compromiso de comparecer a todas las audiencias que fuere citado en el marco
del juzgamiento y una vez se profiera la decisión, el adolescente deberá ser
entregado a sus padres o a un familiar responsable con un acta que contenga
"
claramente los compromisos del adolescente, de sus padres o familiares
responsables con respecto al proceso judicial que se adelanta en su contra.
Producto de la apreciación grupal, podemos sugerir que un rápido aumento de la
delincuencia juvenil a nivel individual y colectivo como ha venido ocurriendo en
Colombia, hace indispensable que se plantee seriamente la reducción de la edad
penal con el objetivo quizá de reducir la criminalidad juvenil. Se argumenta que un
individuo de 16 años de edad se supone que posee conocimiento y voluntad para
discernir entre el bien y el mal y presagiar las consecuencias de sus actos
contrarios a derecho.
y es relevante destacar que no se debe tratar a un adolescente, aun siendo
criminal, como un adulto; como indica Cólas (2011, p. 66), "El sistema tutelar
supone la superación de la época histórica en la que los menores responsables de
un delito recibían el mismo trato que los adultos". No podemos llegar a aplicar la
tolerancia cero a la delincuencia juvenil sin tener objeciones en una sociedad
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como la colombiana, en la que es fundamental hacer un estudio desde la génesis
para comprender no ya la delincuencia juvenil sino todo el fenómeno delincuencia!.
El éxito del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes radica en que
los principios básicos fundamentales de la protección Integral, la Justicia
restaurativa y la prevención, sean de adecuada y oportuna aplicación por parte de
las Autoridades e instituciones que conforman el sistema. Que se tengan actitudes
diferentes, con nuevas políticas y acciones encaminadas al logro de las mejores-
prácticas de restauración. Visto como una necesidad, podemos optar por un
derecho penal mínimo o de mínima intervención, de mistura preventiva y
sancionadora, que dé paso y cabida a otras formas de tratamiento que resulten
pedagógicas, específicas y diferenciadas de los adultos, que materialicen la
justicia restaurativa, la verdad y la reparación del daño a las víctimas, priorizando
medidas sustitutivas a la privación de la libertad.
Por último y como se mencionó en el capítulo Tercero, hay que enfatizar respecto
de la indeterminación normativa en el procedimiento previsto en el artículo 191 del
Código de la Infancia y la Adolescencia, lo deriva en obstáculos para el ejerCicio
del derecho de defensa y contradicción de los adolescentes sorprendidos en
flag rancia y desnaturaliza la presunción de inocencia.
En consideración de la Corte Constitucional, el procedimiento presenta algunas
lagunas normativas que suscitan importantes dudas hermenéuticas porque en
primer lugar no establece UlJ- término para que el fiscal formule la solicitud que
contiene la acusación, ni tampoco prevé una ritualidad específica para adelantar
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esta actuación, tampoco define si el juez de control de garantías debe
pronunciarse sobre la solicitud del fiscal, ni tampoco prevé una ritualidad
específica que deba surtirse ante la autoridad judicial y en la cual esté prevista la
participación de los sujetos procesales para tales efectos.
No se prevé un plazo exacto entre la audiencia de legalización de la aprehensión y
la presentación del escrito por parte del fiscal que da lugar al envío del expediente
al juez de conocimiento ya la citación de la audiencia de juicio oral, lo que puede
"
por una parte afectar el derecho de defensa del menor porque no contará con un
plazo suficiente para preparar su defensa, o incluso puede afectar el derecho a la
libertad del menor en caso que el fiscal no sea diligente y se haya impuesto la
medida de internamiento preventivo. Esas lagunas normativas' ha son susceptibles
de ser subsanadas mediante facultades discrecionales de las autoridades
judiciales.
Se encuentra que el artículo 191 de la ley 1098 de 2006 establece una regulación
especial en el caso de los adolescentes sorprendidos en flagrancia y por lo tanto
es aplicable en todos los casos que se presente este supuesto, es decir, támbién
en el evento que el adolescente no acepte los cargos en la audiencia de
legalización de la aprehensión, lo cual deja abierta la cuestión de cuales son las
garantías procesales aplicables de las que goza el adolescente que no acepte los
cargos formulados en la audiencia de legalización de la aprehensión.
Frente a tan alto grado de Indeterminación normativa del artículo en mención, que
puede conllevar a que obstaculice el ejercicio del derecho de defensa y
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contradicción de los adolescentes sorprendidos en flag rancia desnaturalizándose
de esta manera la presunción de inocencia y atendiendo el mandato contenido en
el principio de legalidad en materia penal y los principios de especificidad y
diferenciación que rigen el sistema de responsabilidad penal de los adolescentes,
la Corte encontró viable exhortar al Congreso de la República para que revise la
cuestión y decida la necesidad de expedir una normativa que regule el
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